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I. Introducción 

          El artículo 18 de nuestra Constitución Nacional impone la existencia de un proceso como condición ineludible para la realización del derecho penal
, al establecer que:  “... nadie podrá ser penado sin juicio previo, fundado en ley anterior al hecho del proceso...”; debiendo destacarse que no cualquier “juicio previo” satisface aquella  garantía.  

En efecto, en este orden de ideas, se ubica la exigencia de que el proceso penal sea tramitado en un plazo razonable;  pauta que si bien no es privativa de aquél, no cabe dudas que se acentúa en materia penal por el respeto que merece a la dignidad del hombre que  proclama el derecho de toda  toda persona sospechada de la comisión de un delito a poner fin a dicha situación de incertidumbre y, eventualmente, de privación de libertad
. 

          En consonancia con nuestra Ley Fundamental, la normativa supra-nacional de igual jerarquía a partir de la  reforma del año 1994, (artículo 75, inciso 22°)  recepta igualmente este derecho.  Así, el art. 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos expresa que toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías "dentro de un plazo razonable", en tanto que el art. 7.5 del mismo cuerpo legal vincula el plazo razonable con la libertad personal al disponer que "toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso (...)". 

        Sobre el particular, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha afirmado que el derecho a ser juzgado en un plazo razonable: "tiene como finalidad impedir que los acusados permanezcan un largo tiempo bajo acusación y asegurar que ésta se decida prontamente"
.  Así, en los casos "Genie Lacayo" del 29/1/97 y "Suárez Rosero" del 12/11/97, y siguiendo a la Corte Europea de Derechos Humanos, aquella sostuvo que se deben tomar en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado y, c) la conducta de las autoridades judiciales.

        También debemos mencionar que la Constitución de la Provincia de Córdoba, dispone en su artículo 39, in fine, que “todo proceso debe concluir en un término razonable”; lo que por otra parte, fue receptado por nuestro Código Procesal Penal (ley 8123) al disponer en su artículo primero que, como regla general,  el plazo máximo de duración del proceso será de dos años. Excepcionalmente se admite la extensión de su duración a tres años  en aquellas causas cuya tramitación sea compleja y de difícil investigación. 

         Por su lado,  la jurisprudencia reconoció al justiciable el derecho a obtener una resolución judicial que decida su situación, en un lapso razonable.  En efecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación comenzó a expedirse en este sentido en el año 1968 en el caso “Mattei”, continuando con igual criterio en autos "Pileckas" (1977), "Aguilar" (1977), "Klosowsky" (1977), "Oñate" (1978), "Mozzatti" (1978), "García" (1983), "Bartra Rojas" (1983), "Casiraghi" (1984), “Bolo” (1985), "Frades" (1989), “Barra” (2004), “Podestá” (2004), y “Podestá” (2006).  

         Del análisis de los fallos mencionados anteriormente, se advierte que uno de los remedios utilizados para hacer efectivo este derecho fue el instituto de la prescripción, el cual si bien no es el único posible, la mayoría de los miembros de la  Corte Suprema de nuestro país ha juzgado como el adecuado para salvaguardar el derecho vulnerado. 

        No obstante que se haya recurrido a la “Prescripción” para hacer valer el derecho a tener un proceso de duración razonable, lo cierto es que aquél no puede equipararse a la denominada “Insubsistencia de la acción penal”, la cual tiende a poner fin al proceso en salvaguardia del derecho a una justicia pronta.

II. ¿La duración indebida del proceso como causal de prescripción de la acción penal o la insubsistencia de la acción penal como instituto garantizador del derecho a ser juzgado en un plazo razonable?

          
        El fenómeno de la excesiva duración del proceso penal lamentablemente es una realidad que se impone; razón por la cual  priva a aquél de su principal objetivo, esto es, el de asegurar el ejercicio de los derechos y garantías del imputado. Asimismo -como sostiene Daniel Pastor-, afecta la confianza que el sistema de derecho le debe brindar a la población
; no debiéndose perder de vista que  “el proceso” es un instituto legalmente regulado para hacer realizable la administración de justicia y una sentencia tardía en modo alguno puede ser considerada como cumplimiento constitucionalmente válido de la administración de justicia.

                     Ahora, si bien es cierto –y como ya se destacó anteriormente-que el derecho a ser juzgado en un plazo razonable es en nuestro país una garantía constitucional, también lo es que no se prevé en nuestro sistema jurídico una sanción para el caso de su incumplimiento. 

No obstante esta falta de previsión normativa no impidió que el tema fuera abordado y resuelto por la jurisprudencia.  En efecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso  "Mozzatti",  escogió el instituto de la prescripción para canalizar la tutela a la garantía que tratamos. Dicho proceso insumió veinticinco años y la Corte declaró que la solución "no puede ser otra que la de declarar la insubsistencia de todo lo actuado con posterioridad al auto de prisión preventiva... en vinculación con el ejercicio de la pretensión sancionatoria. Y atento al tiempo transcurrido desde esa actuación (más de veinticuatro años) término que no debe considerarse interrumpido por los actos procesales que se invalidan, cuadra igualmente declarar extinguida por prescripción la acción penal deducida en autos...".


        A partir de entonces,  el Alto Tribunal Nacional continuó tornando efectiva esta garantía por medio de la declaración de extinción de la acción penal por prescripción, ya que se sostiene que aquélla constituye la vía jurídica idónea para determinar la cesación de la potestad punitiva estatal por el transcurso del tiempo, salvaguardando de este modo el derecho constitucional a obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas (así lo sostuvo en la causa “Barra”/2004).
      Empero, queremos destacar que en el reciente fallo de la Corte Suprema sobre la materia, causa “Podestá” (2006), el Alto Cuerpo tuvo en cuenta que el proceso se había extendido durante catorce años y, por mayoría de votos, resolvió declarar extinguida por estar prescripta la acción penal. Ahora bien, la Doctora Carmen M. Argibay, en su voto en disidencia sostuvo “... la declaración de extinción de la acción panal por prescripción conlleva, previo a su dictado, una serie de diligencias, actos procesales y resolución de cuestiones fácticas y jurídicas que escapan a la tarea de esta Corte.  En efecto, el Juzgado o Tribunal donde tramite la causa deberá previamente precisar la calificación legal aplicable al caso en orden a establecer el plazo de prescripción en juego; certificar los antecedentes del imputado para constatar si existió algún hecho delictivo que opere como factor interruptivo del plazo de prescripción  (...) contabilizar los plazos que puedan haber transcurrido entre los diversos actos procesales previstos como interruptivos; considerar si hay algún factor de suspensión de la prescripción y eventualmente correr vista a las partes...”. 

        Así como dejó planteado el tema la Dra. Argibay, bien podría el Ministerio Público Fiscal, como también el querellante particular en su caso, cuestionar una solicitud de prescripción basada en la irrazonable duración de un proceso, alegando que el mismo es sustancialmente improcedente puesto que la alegada insubsistencia de la acción penal no se encuentra contemplada como motivo legal de extinción de la acción ni es una causal de prescripción.

 De lo expuesto es válido sostener, que si bien la jurisprudencia aplicó el instituto de la prescripción para dar solución a situaciones donde el proceso se extendió mas allá de lo razonable, ello no significa que deba aceptarse que aquél sea el remedio más   adecuado.

        En esta línea de pensamientos, el TSJ de Córdoba en autos “Amaranto”, año 2004, admitió el instituto de la Insubsistencia de la acción penal, y se ocupó de distinguirlo del instituto de la prescripción; puesto que –como ya se dijo- mientras éste último se basa en la progresiva pérdida del interés social en la persecución del delito y por lo tanto transcurre mientras la acción no se ejerza efectivamente, aquélla se funda en el derecho del imputado a verse libre de las restricciones que un proceso le trae aparejado en un lapso razonable,  el cual será  acorde con la gravedad y complejidad de la causa. Además, el plazo de prescripción se relaciona con la gravedad de la imputación; en tanto que el de la vigencia de la acción abierta guarda relación con el principio de inocencia y con el derecho a la libertad e intimidad del interesado que resulta burlado por un proceso excesivo e innecesariamente largo.

       También se afirma que la prescripción no se sustenta en un solo argumento
, sino que confluyen el desinterés social por el castigo, la buena conducta del imputado y la falta de voluntad de persecución o de actividad de los órganos encargados de impulsar el procedimiento. Todos ellos  producen sus efectos sobre el proceso, debilitando o provocando  la extinción de las pruebas por el transcurso del tiempo
.

       En cambio,  la insubsistencia de la acción penal por la excesiva duración del proceso  encuentra su fundamento en que un proceso que se prolonga indebidamente constituye una afectación intolerable de los derechos y garantías del imputado.  No es dable que una persona soporte una incierta situación de duda delictual por períodos de diez, quince o veinte años.  En este sentido, cobra relevancia lo opinado por el Procurador General de la Nación en la causa “Barra” al afirmar: "La garantía a obtener un pronunciamiento judicial que defina de una vez y para siempre la situación ante la ley y la sociedad, se basa en que el Estado con todos sus recursos y poder no tiene derecho a llevar a cabo esfuerzos repetidos para condenar a un individuo por un supuesto delito, sometiéndolo así a las molestias, gastos y sufrimientos, y obligándolo a vivir en un continuo estado de ansiedad e inseguridad, y a aumentar también la posibilidad de que, aun siendo inocente, sea hallado culpable (Fallos 272:188)". 


       Esta diferencia sustancial que fundamenta uno y otro instituto, impide equipararlos, y por supuesto considerar idénticos requisitos para la procedencia de uno u otro
. Lo que si puede afirmarse es que la consecuencia jurídica será la misma: esto es: la pérdida de la potestad jurisdiccional del Estado por la omisión de tramitar el proceso penal a su debido tiempo o en su debido tiempo. 


       En este orden de ideas se sostiene que  “... la presprición no ofrece garantía alguna de poder satisfacer efectivamente y en todos los casos el derecho del imputado a ser juzgado dentro de un plazo razonable...” afirmación que se basa , entre otros motivos, en que la razonabilidad de los plazos de prescripción no coincide con la de los de duración del proceso y en que los plazos de prescripción pueden ser ampliados “justamente” por la realización del proceso
.

     Lo expuesto,  deja claro que es hora de pensar en la recepción legislativa de la insubsistencia de la acción penal como la consecuencia necesaria de todo proceso que se prolonga excesivamente en el tiempo,  y así evitar que ambos institutos se confundan dejando sin protección a la persona que padece esta  situación.   

     Es que, cuando lo que esta en juego es el derecho a ser juzgado en un plazo razonable, los factores a tener en cuenta para aplicar el instituto de la insubsistencia de la acción deben ser otros. 

     Podemos mencionar las siguientes pautas que ha tenido en cuenta la jurisprudencia para que se tenga por acreditada la llamada “Insubsistencia de la Acción Penal” :


1) la existencia de un proceso abierto, esto es, sin que se hubiera dictado sentencia, o bien en causas en las que se dictó sentencia de condena o absolución pero con una prolongada etapa impugnativa que les negaba toda posibilidad de adquirir firmeza
.


2) la existencia de rigorismos excesivos, consideraciones rituales insuficientes o procesos de desmesurada duración.


3) En cuanto al cauce procesal a través del cual se hace efectivo este resguardo fundamental, la solución brindada por la Corte Suprema ha variado. Así, en "Mozzatti", probablemente por haber sido el que insumió el lapso más prolongado,  -veinticinco años- afirmó que la solución era declarar la insubsistencia de de lo actuado con posterioridad al dictado de la Prisión Preventiva y declaró la extinción de la acción penal por prescripción. ( Fallos 300:1102; cfr., "Baliarda", Fallos 301:197; "Barra", cit.).
 
4) Como parámetros para evaluar la razonabilidad del plazo debe valorarse no sólo la  complejidad del asunto y la actuación del Tribunal en el impulso del proceso, sino que la jurisprudencia de los Organismos Internacionales y la  Corte Suprema de Nuestra Nación, han reparado en el comportamiento del acusado que reclama una decisión tempestiva. Así, en "Mattei" y sus continuadores, el Alto Tribunal ha insistido en que aquél no debe haber adoptado una actitud dilatoria, provocadora de la misma demora que censura . 


5) El Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba agregó un “plus” al  exigir que la parte que reclama haya intentado impulsar el proceso, infructuosamente, a través de las distintas vías que le habilita la ley ritual ya que no se trata de un derecho del imputado a ser liberado sin más de toda responsabilidad, una vez transcurrido el lapso reputado como prudente. Al  contrario, quien pretende ampararse en esta garantía debe haber puesto de manifiesto una actitud acorde con lo que peticiona, esto es, haber utilizado los medios procesales que tenía a disposición para provocar la decisión -cualquiera sea su sentido, condenatorio o exculpatorio- que pusiera fin a la situación de incertidumbre y  restricción propia del trámite.



Pensamos, que estas pautas de elaboración jurisprudencial podrán ser útiles  a la hora de regular legislativamente el instituto de la insubsistencia de la acción penal por duración irrazonable del proceso.

III. Conclusión

Lo expuesto nos permite concluir que estamos en realidad ante un instituto distinto al de la prescripción, aunque con consecuencias similares, que impide equipararlas en cuanto a los requisitos de procedencia.  

Por ello, es que propiciamos la recepción legislativa de La Insubsistencia de la Acción Penal como instituto independiente tendiente a garantizar el derecho de toda persona a ser juzgada en un plazo razonable.
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